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Dirección General del Patrimonio Artístico, Archi­
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1760 artístico a favor de la casa del Deán Payarinos — Co­
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MINISTERIO DE UNIVERSIDADES E INVESTIGACION

1760 Ayudantes Técnicos Sanitarios. Homologación de tí­
tulos.—Real Decreto 111/1980, de 11 de enero, sobre 
homologación del título de ATS con el de Diplomado 
en Enfermería. 1760
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Subastas y concursos de obras y servicios públicos

MINISTERIO DE HACIENDA
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luminosa. 1780
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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO

1564 LEY ORGANICA 2/1980, de 18 de enero, sobre re­
gulación de las distintas modalidades de refe­
réndum.

DON JUAN CARLOS I, REY DE ESPAÑA,

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado con el ca­

rácter de Orgánica y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley:

CAPITULO PRIMERO

Del referéndum y sus distintas modalidades 

SECCION PRIMERA 

Disposiciones generales

Artículo primero.

El referéndum, en sus distintas modalidades, se celebrará 
de acuerdo con las condiciones y procedimientos regulados en 
la presente Ley Orgánica.

Artículo segundo.

Uno. La autorización para la convocatoria de consultas po­
pulares por vía de referéndum en cualquiera de sus modalida­
des, es competencia exclusiva del Estado.

Dos. La autorización será acordada por el Gobierno, a pro­
puesta de su Presidente, salvo en el caso en que esté reservada 
por la Constitución al Congreso de los Diputados.

Tres. Corresponde al Rey convocar a referéndum, mediante 
Real Decreto acordado en Consejo de Ministros y refrendado 
por su Presidente.

Artículo tercero.

Uno. El Real Decreto de convocatoria contendrá el texto 
íntegro del proyecto de disposición o, en su caso, de la deci­
sión política objeto de la consulta; señalará claramente la pre­
gunta o preguntas a que ha de responder el Cuerpo electoral 
convocado y determinará la fecha en que haya de celebrarse 
la votación, que deberá producirse entre los treinta y los ciento 
veinte días posteriores a la fecha de publicación del propio 
Real Decreto.

Dos. El Real Decreto de convocatoria del referéndum se pu­
blicará en el «Boletín Oficial del Estado» y se insertará íntegra­
mente en los «Boletines Oficiales» dé todas las provincias espa-



ñolas o de las Comunidades Autónomas y de las provincias 
afectadas por la celebración de aquél; asimismo, habrá de 
difundirse en todos los diarios que se editen en ellas y en los 
de mayor circulación de España dentro de los cinco días na­
turales siguientes a su publicación en el «Boletín Oficial del Es­
tado»; igualmente se fijara en los tablones de edictos de la to­
talidad de los Ayuntamientos afectados, así como en todas las 
representaciones diplomáticas y consulares, y será difundido 
por radio y televisión.

Artículo cuarto.

Uno. No podrá celebrarse referéndum, en ninguna de sus 
modalidades, durante la vigencia de los estados de excepción 
y sitio en alguno de los ámbitos territoriales en los que se reali­
za la consulta o en los noventa días posteriores a su levanta­
miento. Si en la fecha de la declaración de dichos estados estu­
viere convocado un referéndum, quedará suspendida su cele­
bración, que deberá ser objeto de nueva convocatoria.

Dos. Tampoco podrá celebrarse ninguna modalidad de re­
feréndum, salvo los previstos en los artículos ciento sesenta y 
siete y ciento sesenta y ocho de la Constitución, en el período 
comprendido entre los noventa días anteriores y los noventa 
posteriores a la fecha de celebración, en el territorio a que 
afecte, de elecciones parlamentarias o locales generales o de 
otro referéndum. Quedará suspendido automáticamente todo 
referéndum ya convocado, cuando hubiera de celebrarse en el 
período antes señalado, debiéndose proceder a nueva convo­
catoria.

Artículo quinto.

Uno. El - referéndum se decidirá por sufragio universal, 
libre, igual, directo y secreto en el ámbito que corresponda a la 
consulta.

Dos. La circunscripción será, en todo caso, la provincia. 
Asimismo constituirán circunscripciones electorales las-ciudades 
de Ceuta y Melilla.

SECCION SEGUNDA

De las condiciones para la celebración de las distintas 
modalidades de referéndum

Artículo sexto.
El referéndum consultivo previsto en el artículo noventa y 

dos de la Constitución requerirá la previa autorización del Con­
greso de los Diputados por mayoría absoluta, a solicitud del 
Presidente del Gobierno. Dicha solicitud deberá contener los 
términos exactos en que haya de formularse la consulta.

Artículo séptimo.

En los casos de referéndum constitucional previstos en los 
artículos ciento sesenta y siete y ciento sesenta y ocho de la 
Constitución, será condición previa la comunicación por las 
Cortes Generales al Presidente del Gobierno del proyecto de 
reforma aprobado que haya de ser objeto de ratificación popu­
lar. La comunicación acompañará, en su caso, la solicitud a 
que se refiere el artículo ciento sesenta y siete, tres, de la 
Constitución.

Recibida la comunicación se procederá, en todo caso, a la 
convocatoria dentro del plazo de treinta días y a su celebra­
ción dentro de los sesenta dias siguientes.

Artículo octavo.

La ratificación por referéndum de la iniciativa autonómica 
prevista en el artículo ciento cincuenta y uno, uno, de la 
Constitución se ajustará a los siguientes términos:

Uno. La iniciativa autonómica deberá acreditarse mediante 
elevación al Gobierno de los acuerdos de las Diputaciones o 
de los órganos interinsulares correspondientes y de las tres 
cuartas partes de los Municipios de cada una de las provincias 
afectadas que represente, al menos, la mayoría del censo elec­
toral de cada una de ellas, adoptados con las formalidades 
previstas en la Ley de Régimen Local, dentro del plazo preve­
nido en el artículo ciento cuarenta y tres, dos, de la Consti­
tución y’ haciendo constar que se ejercita la facultad otorgada 
por el artículo ciento cincuenta y uno, uno, de la misma.

Dos. El Gobierno declarará acreditada la iniciativa siempre 
que se hubieran cumplido los requisitos mencionados en el 
apartado anterior.

Tres. Una vez acreditada la iniciativa, el Gobierno procede­
rá a la convocatoria del referéndum en el plazo de cinco 
meses, fijándose la fecha concreta de su celebración, oído el 
órgano de gobierno del Ente Preautonómico respectivo.

Cuatro. Celebrado el referéndum, si no llegase a obtenerse 
la ratificación, por el voto afirmativo de la mayoría absoluta 
de los electores de cada provincia, no podrá reiterarse la ini­
ciativa hasta transcurridos cinco años.

Artículo noveno.

Uno. La aprobación por referéndum de un Estatuto de 
Autonomía de acuerdo con lo establecido en los números tres 
y cinco del apartado dos del artículo ciento cincuenta y uno de 
la Constitución, requerirá la previa comunicación al Presidente 
del Gobierno del texto resultante en el primer caso o del texto 
aprobado por las Cortes Generales en el segundo. Recibida la 
comunicación, se procederá a la convocatoria del referéndum, 
dentro del plazo de tres meses, en las provincias comprendi­
das en el ámbito territorial del proyectado Estatuto,

Dos. El Estatuto se entenderá aprobado cuando obtenga en 
cada provincia mayoría de votos afirmativos de los válidamente 
emitidos, siguiéndose en tai caso la tramitación prevista en 
la Constitución. A falta de esa mayoría en una o varias pro­
vincias, podrá constituirse entre las restantes la Comunidad 
Autónoma proyectada, siempre que concurran los siguientes re­
quisitos:

Primero. Que dichas restantes provincias sean limítrofes.
Segundo. Que se decida continuar el proceso estatutario 

en virtud de acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de la 
Asamblea de los Parlamentarios correspondientes a las pro­
vincias que hubieran votado afirmativamente el proyecto. En 
tal caso, el proyecto de Estatuto será tramitado como Ley Or­
gánica por las Cortes Generales, a los solos efectos de su adap­
tación al nuevo ámbito territorial.

Tres. Cuando el resultado del referéndum de aprobación 
de un Estatuto fuese negativo en todas o en la mayoría de las 
provincias en que se haya celebrado la consulta, no procederá 
reiterar la elaboración de un nuevo Estatuto hasta transcu­
rridos cinco años, sin perjuicio de que las provincias en las 
que el referéndum haya obtenido un resultado positivo se 
constituyan en Comunidad Autónoma si se cumpliesen los re­
quisitos establecidos en el apartado anterior.

Artículo diez.
El referéndum para la modificación de Estatutos de Autono­

mía previsto en el artículo ciento cincuenta y dos, dos, de la 
Constitución requerirá previamente el cumplimiento de los 
trámites de reforma establecidos en ellos o, en su defecto, de los 
que fueran precisos para su aprobación, debiendo ser convocado 
en el plazo de seis meses desde el cumplimiento de los mismos.

CAPITULO II

Del procedimiento para la celebración del referéndum 

SECCION PRIMERA 

Disposiciones comunes

Artículo once.
Uno. El procedimiento de referéndum estará sometido al 

régimen electoral general en lo que le sea de aplicación y no 
se oponga a la presente Ley.

Dos. Las facultades atribuidas en dicho régimen a los parti­
dos, federaciones, coaliciones y agrupaciones de electores se 
entenderán referidas a los Grupos políticos con representa­
ción parlamentaria, o a los que hubieran obtenido, al menos, 
un tres por ciento de los sufragios válidamente emitidos en el 
ámbito a que se refiera la consulta, en las últimas elecciones ge­
nerales celebradas para el Congreso de los Diputados.

Artículo doce.
Uno. Las Juntas Electorales se constituirán, para el desem­

peño de sus funciones, dentro del plazo de quince días há­
biles siguientes a la publicación del Real Decreto de convoca­
toria, con los Vocales a que se refiere el número siguiente.

Dos. Dentro de los primeros diez días hábiles del plazo 
establecido en el número anterior, los Grupos políticos a que se 
refiere el apartado dos del artículo once presentarán ante las 
Juntas las propuestas para la designación de los Vocales co­
rrespondientes. En el día hábil siguiente a la expiración de 
este plazo, las Juntas se reunirán para efectuar, a la vista de las 
propuestas o en defecto de ellas, la designación de Vocales.

Tres. Una vez constituidas, las Juntas ordenarán la pu­
blicación de su constitución en el «Boletín Oficial del Estado» 
o en el de la provincia, según proceda.

Artículo trece.
Uno. La fijación del número y límites de las Secciones en 

que se distribuirán tos votantes de cada circunscripción se 
realizará por las Juntas Electorales provinciales, de acuerdo 
con la legislación electoral general, dentro de los diez días si­
guientes a su constitución.

Dos. Las Juntas de Zona se reunirán en sesión pública den­
tro de los cinco días siguientes a la fijación de las Secciones y 
procederán, de acuerdo con la legislación electoral, a la desig­
nación de las personas que hubieren de integrar las Mesas 
encargadas de presidir las votaciones.



SECCION SEGUNDA 

Campaña de propaganda

Artículo catorce.

Uno. Durante la campaña de propaganda, los medios de di­
fusión de titularidad pública deberán conceder espacios gra­
tuitos. Sólo tendrán derecho al uso de espacios gratuitos los 
Grupos políticos con representación en las Cortes Generales, de 
acuerdo con los siguientes criterios:

a) En el supuesto de que la consulta se extienda a todo 
el territorio del Estado, se concederán espacios de alcance na­
cional.

En este caso serán beneficiarios de los espacios los Grupos 
políticos con representación en las Cortes Generales, en pro­
porción al número de Diputados que hubieren obtenido en las 
últimas elecciones generales.

b) En las restantes modalidades de referéndum reguladas 
en la presente Ley, los espacios se concederán en emisiones, 
en horas de gran audiencia, o publicaciones que cubran las pro­
vincias en que se celebre el referéndum.

En este caso serán beneficiarios los Grupos políticos en pro­
porción a la representación obtenida en el Congreso de los 
Diputados, conseguida a través de cualquiera de las provin­
cias a las que afecta el referéndum, y en la Asamblea legis­
lativa de la Comunidad Autónoma o, en defecto de ésta, en 
cualquiera de las Diputaciones provinciales comprendidas en el 
ámbito territorial a que afecte el referéndum.

Dos. Los envíos postales de propaganda para el referéndum 
gozarán de franquicia y servicio especial en la forma que re­
glamentariamente se establezca.

Artículo quince.

Uno. La campaña no podrá tener una duración inferior a 
diez, ni superior a veinte días, y finalizará a las cero horas 
del día anterior al señalado para la votación.

Dos. Durante los cinco días anteriores al de la votación 
queda prohibida la publicación, difusión total o parcial o co­
mentario de los elementos o resultados de cualquier encuesta 
o sondeos de opinión, así como las operaciones de simulación de 
voto realizadas a partir de sondeos de opinión, que estén direc­
ta o indirectamente relacionados con la consulta sometida a 
referéndum.

SECCION TERCERA

Votación, escrutinio y proclamación de resultados

Artículo dieciséis.

Uno. La votación se realizará por medio de papeletas y 
sobre ajustados a modelo oficial y contendrá impreso el texto 
de la consulta.

Dos. La decisión del votante sólo podrá ser «sí» o «no» 
o quedar en blanco: se tendrán por nulas las papeletas que no 
se ajusten al modelo oficial, las que ofrezcan dudas sobre la de­
cisión del votante y las que contengan tachaduras, raspaduras, 
enmiendas, interlineados, signos o palabras ajenas a la consulta.

Tres. El elector entregará el sobre que contenga la pape­
leta al Presidente de Mesa, quien lo depositará en la urna.

Cuatro. En el escrutinio del referéndum se deberá estable­
cer el número de electores, el de votantes, el de votos en pro 
y en contra del texto sometido a consulta, el de votos en blan­
co y el de votos nulos.

Artículo diecisiete.

Uno. El acto de escrutinio general se verificará por las 
Juntas Electorales provinciales correspondientes, el quinto día 
hábil siguiente al de la votación.

Dos. Transcurridos cinco días desde la realización del es­
crutinio general, las Juntas Electorales provinciales, si no se 
hubieren interpuesto recursos contencioso-electorales, efectua­
rán la proclamación de resultados y los comunicarán seguida­
mente a la Junta Electoral Central. En caso de recurso con­
tencioso-electoral, las Juntas Electorales provinciales comuni­
carán a la Central el resultado el mismo día en que se les no­
tifique la sentencia.

Tres. Cuando el referéndum afecte a más de una provin­
cia, la Junta Electoral Central, en sesión convocada por su 
Presidente, tan pronto como disponga de los resultados de to­
das las provincias afectadas, procederá a resumir, a la vista de 
las actas remitidas por las Juntas Electorales provinciales, los 
resultados del referéndum.

Artículo dieciocho.

Uno. La Junta Electoral Central, a través de su Presi­
dente, declarará oficialmente los resultados del referéndum 
y los comunicará de inmediato a los Presidentes del Gobierno, 
del Congreso de los Diputados y del Senado.

Dos. La Junta Electoral Central dispondrá la publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado» de los resultados finales pro­
vinciales y, en su caso, nacionales, que tendrán carácter de 
resultados oficiales definitivos. Asimismo las Juntas Electorales

provinciales dispondrán la publicación, en los correspondientes 
«Boletines Oficiales* de la provincia, de los resultados finales 
de los Municipios.

Tres. Cuando se trate de referéndum celebrado en el ám­
bito de una Comunidad Autónoma, los resultados serán publica­
dos igualmente en el «Boletín» o «Diario Oficial» de la misma.

SECCION CUARTA 

Reclamaciones y recursos

Artículo diecinueve.

Uno. Contra los acuerdos de las Juntas podrán interpo­
nerse los recursos o impugnaciones previstos en la legislación 
electoral general.

Dos. Podrán ser objeto de recurso contencioso-electoral los 
acuerdos que sobre los resultados del escrutinio general adap­
ten las Juntas Electorales provinciales.

Tres. El recurso contencioso-electoral se interpondrá ante la 
Junta que hubiere adoptado el acuerdo objeto del mismo, en 
el plazo de cinco días siguientes a su adopción.

Cuatro. El procedimiento del recurso contencioso-electoral 
será el establecido en la legislación electoral para el que tiene 
por objeto la validez de las elecciones.

Cinco. Estarán legitimados para interponer el recurso con­
tencioso-electoral o para oponerse a los que se interpongan, los 
representantes de los Grupos políticos mencionados en el ar­
tículo once, apartado dos, de la presente Ley.

En los referéndum sobre iniciativa del proceso autonómico, 
estarán también legitimadas las Corporaciones Locales en cuyo 
ámbito territorial se haya celebrado el referéndum.

Seis. Serán competentes para conocer de estos recursos las 
Salas de lo Contencioso Administrativo de las Audiencias Terri­
toriales.

Siete. La sentencia pronunciará alguno de los fallos si­
guientes:

a) Inadmisibilidad del recurso.
b) Validez de la votación y de la proclamación de resul­

tados en la provincia a que se refiera.
c) Validez de la Votación con nueva proclamación de re­

sultados.
d) Nulidad de la votación y necesidad de efectuar nueva 

convocatoria en el ámbito correspondiente cuando los hechos 
recogidos en la sentencia fuesen determinantes del resultado.

Ocho. Contra la sentencia que recaiga en estos recursos 
contencioso-electorales no podrá interponerse recurso alguno 
ordinario o extraordinario.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.

En tanto no se promulgue la Ley Orgánica reguladora del 
régimen electoral general, se entenderá aplicable el Real De­
creto-ley veinte/mil novecientos setenta y siete, de dieciocho 
de marzo, y sus normas de desarrollo vigentes o que se aprue­
ben con posterioridad.

Segunda.

Uno. A la entrada en vigor de la presente Ley, y a los efec­
tos de la adecuada tramitación de las iniciativas autonómicas 
previstas en el artículo octavo de la misma que hubieran co­
menzado antes de dicho momento, se abrirá un plazo de se­
tenta y cinco días con el fin de que las Corporaciones y Entes 
Locales interesados puedan proceder, en su caso, a la rectifi­
cación de los acuerdos en función de loé términos de dicho 
precepto. Este plazo no implica reapertura ni caducidad de los 
plazos constitucionales previstos.

Dos. Igualmente, en el caso de que existieran textos de Es­
tatutos de Autonomía de los previstos en el artículo noveno, 
pendientes de referéndum, el plazo de convocatoria se entien­
de extendido a un año.

DISPOSICION ADICIONAL

Las disposiciones de la presente Ley no alcanzan en su re­
gulación a las consultas papulares que puedan celebrarse por 
los Ayuntamientos, relativas a asuntos relevantes de índole 
municipal, en sus respectivos territorios, de acuerdo con la le­
gislación de Régimen Local, y a salvo, en todo caso, la com­
petencia exclusiva del Estado para su autorización.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo es­
tablecido en la presente Ley.

Segunda.

Se autoriza al Gobierno para dictar las disposiciones que 
sean precisas para el cumplimiento y la ejecución de la pre­
sente Ley.



Tercera.

Por el Ministerio de Hacienda se habilitarán los créditos ne­
cesarios para la celebración de las distintas modalidades de 
referéndum que regula la presente Ley.

Cuarta.
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su pu­

blicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que 

guarden y hagan guardar la presente Ley Orgánica.

Palacio Real, de Madrid, a dieciocho de enero de mil nove­
cientos ochenta.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,

ADOLFO SUAREZ GONZALEZ

Mº DE ASUNTOS EXTERIORES

1565 ACUERDO entre el Gobierno del Reino de España 
y el Instituto Internacional del Algodón para el es­
tablecimiento de una oficina del Instituto en Espa­
ña, firmado en Madrid el 17 de diciembre de 1979.

ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DEL REINO DE ESPAÑA Y EL 
INSTITUTO INTERNACIONAL DEL ALGODON PARA EL ESTABLECI­

MIENTO DE UNA OFICINA DEL INSTITUTO EN ESPAÑA

España firmó el 28 de enero de 1968 el Acuerdo por el que 
se creó el Instituto Internacional del Algodón.

En consecuencia, el Instituto ha decidido establecer una Ofi­
cina en España, cuyo funcionamiento se regirá por el presente 
Acuerdo:

Artículo l.°

El Instituto Internacional del Algodón (en adelante Instituto), 
asi como su Oficina de representación en España, gozarán de 
capacidad jurídica y estarán capacitados, entre otros extremos, 
para:

1) Contratar.
2) Adquirir y enajenar muebles e inmuebles.
3) Entablar procedimientos judiciales.

Artículo 2°

El Instituto o su Oficina no podrán ser objeto de medidas de 
embargo o ejecución en tanto no haya recaído sentencia firme 
en su contra, a menos que dicha inmunidad haya sido objeto 
de renuncia.

Artículo 3.°

Los bienes y haberes del Instituto estarán exentos de requi­
sa y expropiación.

Artículo 4.°

Los archivos del Instituto serán inviolables.

Artículo 5°

El Instituto y su Oficina gozarán en materia de comunica­
ciones oficiales de un trato no menos favorable que el concedido 
a los establecimientos de rango y funciones análogas de las 
Organizaciones Internacionales del mismo tipo.

Artículo 6.°

El Instituto y su Oficina de representación en España, así 
como sus bienes, ingresos y otros haberes, quedarán sometidos 
al siguiente régimen tributario:

A. a) Estarán exentos de todo tributo directo, entendiéndo­
se, sin embargo, que no podrán reclamar exención alguna por 
tributos o gravámenes que, de hecho, constituyan una remune­
ración por servicios prestados.

b) Se permitirá la importación en franquicia de derechos y 
demás tributos a la importación (a excepción de las tasas por 
servicios prestados) del material que la Oficina necesite para su 
instalación y posteriormente para su funcionamiento.

La franquicia se solicitará, en cada caso, de la Dirección Ge­
neral de Aduanas, a través del Ministerio de Asuntos Exte­
riores.

Dicho material no podrá ser cedido a terceros sin autoriza­
ción de la Dirección General de Aduanas.

B. a) El Instituto o su Oficina de representación no podrá 
exigir exención de derecho al consumo o impuestos que graven 
el tráfico o venta de bienes inmuebles o muebles, incluidos en

el precio a pagar, salvo cuando se trate de compras importantes 
de bienes destinados a uso oficial, en cuyo caso estará exento 
de tales derechos o impuestos.

b) A los efectos del presente artículo, se entiende por 
«compras importantes» aquellas cuya cuantía exceda de 100.000 
pesetas.

Artículo 7.°

Los funcionarios de la Oficina en España que no sean de na­
cionalidad española ni extranjeros con residencia permanente 
en España, gozarán del siguiente régimen tributario:

a) Derecho a importar, libres de derechos, su mobiliario y 
efectos personales, cuando se trasladen a España para tomar 
posesión de su cargo. Este derecho subsistirá durante un plazo 
de un año, desde que su toma de posesión sea definitiva.

b) Exención de impuestos sobre los sueldos, emolumentos y 
prestaciones que reciban del Instituto.

El presente Acuerdo, hecho en dos ejemplares en español, 
ambos auténticos, entrará en vigor en el momento de su firma y 
podrá ser denunciado en cualquier momento, con un preaviso 
por escrito de dos meses, por cualquiera de las dos Partes.

Hecho en Madrid el diecisiete de diciembre de mil novecien­
tos setenta y nueve.

Por el Gobierno del Reino de 
España:

Marcelino Oreja Aguirre, 
Ministro de Asuntos Exteriores

Por el Instituto Internacional 
del Algodón:

Hermán Soetaert, 
Director de Programas

El presente Acuerdo entró en vigor el 17 de diciembre de 1979, 
fecha de su firma, de conformidad con el artículo 7.° del mismo. 

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 4 de enero de 1980.—El Secretario general Técnico, 

Juan Antonio Pérez-Urruti Maura.

MINISTERIO DE HACIENDA

1566 REAL DECRETO 3061/1979, de 29 de diciembre, por 
el que se regula el régimen fiscal de la inversión 
empresarial.

La inversión privada constituye una variable muy impor­
tante a efectos de la consecución de los fines primarios de la 
política fiscal y de ahí que determinados instrumentos de ésta 
se destinen a ejercer influencia sobre aquélla. En consecuen­
cia, se trata de controlar el volumen y composición de la 
inversión, así como de su concentración en un momento del 
tiempo.

En concreto, para la estabilidad y el desarrollo, la inversión 
privada, en tanto que componente mayoritario de la demanda 
de inversión del sistema, es un elemento clave cuya correcta 
actuación ha de ser promovida si se desean alcanzar los ob­
jetivos propuestos. Por ello, la política fiscal ha elaborado un 
conjunto amplio de instrumentos que tratan de influir en el 
volumen, ritmo y composición de la inversión privada para aso­
ciar estos elementos de la misma al cumplimiento de las fina­
lidades primarias de la actividad financiera.

Dentro de estos instrumentos ocupa un lugar preponderante 
el Impuesto sobre Sociedades, y asi lo ha entendido la Ley 
sesenta y uno/mil novecientos setenta y ocho, de veintisiete 
de diciembre, reguladora de dicho impuesto.

Cuatro aspectos de apoyo a la inversión empresarial priva­
da contempla, principalmente, la Ley del Impuesto sobre So­
ciedades.

En primer lugar establece un crédito de impuesto graduado 
en función de la inversión nueva efectuada. Este crédito es 
variable según que la inversión efectuada incremente, man­
tenga o reduzca el nivel de empleo de la Empresa inversora.

Además, la Ley del Impuesto sobre Sociedades autoriza la 
variación dé dicho crédito de impuesto, como medida de políti­
ca económica coyuntura]. Así, la Ley de Presupuestos de mil 
novecientos setenta y nueve hace uso de dicha autorización, 
en el sentido de incentivar adicionalmente la inversión creado­
ra de puestos de trabajo, consecuente con el grave problema 
del desempleo que sufre actualmente la economía española.

En segundo lugar, contempla la Ley la exención de los in­
crementos de patrimonio puestos de manifiesto en la transmi­
sión de activos fijos de las Empresas, siempre que el importe 
de la enajenación se reinvierta en activos de análoga natu­
raleza. De esta forma se incentiva, o al menos se favorece, la 
inversión de reposición en la Empresa.

Las amortizaciones constituyen uno de los instrumentos de 
la política económica para actuar sobre la eficiencia marginal 
de las inversiones, elevando el valor actual de los ingresos 
netos esperados. Una adecuada política de amortización afecta 
favorable y directamente al «cash-flow», aumentando la dispo-


